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1. INTRODUCCION
La protección de los consumidores tal y como la entendemos actualmente es
un fenómeno moderno, actual, que surge en la segunda mitad del siglo XX.
Con anterioridad, la sociedad descansaba en un sistema jurídico fundamentado
en los principios del Liberalismo.
De acuerdo con la economía liberal, el contrato se fundamentaba en la auto-
nomía de la voluntad de ambas partes, y erala máxima expresión del ejercicio
de su libertad de decisión, donde ambos contratantes acruaban en un plano de
igualdad. Dentro de esta idea de pensamiento, se consideraba suficiente meca-
nismo de protección la propia " lex mercatoria" 
, los mecanismos de autorregulación
del mercado, impidiendo la intervención de la Adminisr rución pública, de con-
formidad con el principio liberal "laissez faire, laissez passe! ... laissez contracter",
contrario a cualquier obstaculización a la libre contratación y la libertad de
empfesa.
Fruto de esta concepción liberal del contrato fue la redacción, en España, del
artículo 1.215 del Código Civil español.
En el año 1901 se publicó la obra "Ladéclaration de volonté", de SALEILLES,
donde, tal y como recoge ORDUÑA en su obra "Contratación y consumo"l , se
ponía de manifiesto que la contratación en masa no partía de un consentimien-
to libre de los contratantes, puesto que en los que se comenzaron a denominar
"contratos de adhesión", el adherente se limitaba a expresar su voluntad de
contratat, pero no podía introducir ningún cambio en las cláusulas contractua-
les. Aparecía así, el adherente, en una posición mucho más débil que el empre-
sario, quien imponía claramente su voluntad sobre el primero, no existía un
verdadero proceso de negociaci6n(conuenium inaequelis) quebrándose así la idea
del "principio de igualdad de partes" y el "principio de libertad de contrata-
ción", de ahí que sea necesario compensar esta desigualdad con una protección
especial de la parte contractual más débil, para burlar el efecto perverso que
produce la aplicación absoluta del principio liberal de autonomía delavoluntad
y libertad e igualdad total de las partes contratantes.
Es palmario que existe un desequilibrio de fuetzas entre los dos agentes que
participan en la relación de consumo, y este desequilibrio lleva al consumidor,
en ocasiones,hacía una única alternativa:laaceptación de los contratos de "ad-
' OnoUÑA MORENO, EJ. (dir.). Contratación y clnrilmt. Valencia, 1998.
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--=sión", cuyos términos han sido fijados unilateralmenre por el empresario.
Es la doctrina la que comtenzaa poner de manifiesto la necesidad de plantear
-:mbios en el ordenamiento jurídico que respondan alas nuevas necesidades
:'-onómicas y sociales, y que protej an eftcazmente los derechos del consumidor,
:ue hasta entonces no encontraban una protección específica, distinta de la que
- -',rrespondeúa a crtalquier ciudadano, esto es, no se contemplan los problemas
:ropios del consumidor como una nueva categoúa jwídica2, que surge como
:,:nsecuencia del espectacular desarrollo económico que se produce en la segun-
:¿ mitad del siglo XX.
Hasta fechas muy recientes, no ha existido una especial protección del con-
'umidor, o de los derechos de los consumidores. La protección que podían obte-
:rer los consumidores era la misma que la de cualquier otro ciudadano. Sin em-
5argo, los importantes cambios y fenómenos socioeconómicos acaecidos duran-
re la segunda mitad del siglo XX, han vaiado profundamente la estructura del
mercado, y el "consumo de masas", hace que debamos plantearnos el concepto
ce consumidor desde otro ángulo , al aparccer, en la "sociedad de consumo"
como la parte más débil, necesitada de una protección especial, frente alapane
más fuerte: el empresario.3
como señala DE LEÓN4 es en la sociedad desarrollada en los países
industrializados donde surge la "sociedad de consumo", donde la mayor parte
de las personas que la componen"uiuen y yabajanparapoder adquirir bienes y
:eruicios en orden a la satisfacción de sus necesidades".
Efectivamente, nos encontramos en una economía cadavez más globalizada,
donde ha incrementado de forma vertiginosa la producción y el consumo, y
: REYES LÓPEZ. MJ. Deruho cle con¡umo. Valencia, 2000.
I Como se menciona en la Resolución del Consejo de 14 de abril de 1971, relativaa un progra-
ma Preliminar de la Comunidad Económica Europea para una política de protección e informa-
ción de los consumidores (DO C 92, de 2) de abúl de 1971) "El consumidor de otro¡ tiempot,
llnprador generalntente ai¡laclo en un nercado local de e¡casa¡ dimensiones, se ha Írantformado en elemento
;/e un mercaclo de ntasas, es objeto de campañas publicitarias y de presiones plr parte de los grupos de
ptoducción 1t di:triúución, fuerlemenle organizados. A menudo, el productor y el di:tribuidor tienen má¡
posibilicladu que el consumid.or para cletemtinar la¡ condicione¡ del ruercaclo. Las fusiones de tociedades, los
:árteles y algunas re¡triccione¡ aolunlarias de la competencia han oeado igualmente desequilibrios en per-
luicio tle lo¡ consumidore¡."
I Of fnÓN ARCE, A.: Derechos de los consunidores 1 u¡uarios (Doarina, normatiua, jurisprudencia,
fornularios). Tirant lo Blanch. Valencia, 2000.
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además, el desarrollo económico y social también se ha traducido en una mayor
formación del consumidor, el cual aparece actualmente, de forma claray nítida,
como una nueva frgura jurídica, sujeto de derechos específicos por su condición
de tal, y consciente , cada vez más, de estos derechos que le corresponden y le
amparan. Esta nueva economía globalízada. ha motivado el cambio del papel
del consumidor; el crecimiento económico ha acelerado el ritmo de la produc-
ción, mientras que la expansión del comercio mundial está aproximando pro-
ductos de otros mercados a los consumidores, con el consiguiente aumento de la
oferta. Por ello, es necesario reforzar la protección del consumidor y encontrar
mecanismos de protección que faciliten la cada vez más amplia y complicada
tarea del ejercicio de su libertad de elección.
La atención de la legislación y la jurisprudencia a los problemas del consumi-
dor es algo relativamente reciente, ya que, como pone de relieve PRADA
ALONSO5 hasta hace pocos años la figura del consumidor no ha tenido una
impronta en el orden económico-social, y sobre todo, como consecuencia de la
revolución económica, se pensaba que los mecanismos del mercado, dentro de
un sistema de equilibrios, eran capaces de asegurar por sí mismos, la protección
del consumidor.
En la historia del nacimiento del Derecho del Consumo, y del concepto de
consumidor, es necesario recordar el Mensaje del Presidente de los Estados Uni-
dos, John Fitzgerald Kennedy, al Congreso, el 15 de marzo de 1962 (es célebre
su expresión "consumidores :0nt0s todos")6 donde proclamó los que consideraba
derechos esenciales de los consumidores. A ruíz de este discurso (que tuvo gran
calado no sólo en los congresistas estadounidenses, sino en toda la comunidad
internacional), comienzan a cobrar mayor fuerzalas otganizaciones de consumi-
dores, y la protección de los consumidores, se comienza a incluir en las acciones
políticas de los países más desarrollados.
5 PRADA ALONSO, J.: Protección del consumidor y raponsabilidad ciuil, Marcial Pons, Madrid,
1998.
6 
"Los consunidores, todos noutrot por definición, representan el grupo económico ruás importante y se
hallan interesado¡ en casi toda¡ las decisiane¡ económicas, públicas y priaadas. Sas gastos representan la¡ do¡
terceras pafiet de los gastos econórtico¡ tolales, Sin embargo, clmtittrye el únicl grilpl que n0 está lrganizadl
realmente 1t cuya opinión ca¡i nunca e¡ tenida en cuenla."
136
2, EL C ONS UMO TRANSFRONTERIZO INTRAC OMUNITARI O
2.1. IDEAS GENERALES
Las libertades de circulación de personas, bienes y servicios contempladas en
el Thatado de Roma, han supuesto un incremento de las operaciones de consu-
mo entre consumidores y proveedores de distintos Estados miembros de la Unión
Europea. Estas relaciones de consumo transfronterizas se potencian aún más
con la introducción del Euro, como mone da única, y con el incesante desarrollo
de las nuevas tecnologías y el comercio electrónico.
Pero el aumento de estas relaciones de consumo, conlleva,
ineludiblemente, el incremento de los litigios transfronterizos, tal y como se
pone de manifiesto el Libro verde de la Comisión, sobre 'Asistencia jurídica en
litigios ciuiles: problemas para el litigante transfronterizo".
Como se señala en el Libro VerdeT , el "litigio transfronrerizo" es aquél en que
la parte demandante (persona física) está domiciliada en otro país distinto de
aquélen el que laparte demandada (profesional) está legalmente establecida, o
la parte demandante (profesional) está legalmente establecida en un país distin-
to de aquel en el que está domiciliadala parte demandada (persona física).
2.2. PROBLEMÁTICA DEL CONSUMO TRANSFRONTERIZO
INTRACOMUNITARIO
En el consumo transfronterizo intracomunitario existen numerosos proble-
mas. como son los siguientes:
a) La encuesta del Eurobarómetro de 17 de mayo de 1995, rcveló que sólo
el24 % de los ciudadanos comunitarios compran, esporádicamente (nor-
malmente cuando viajan a otro Estado diferente al suyo), bienes y servi-
cios valorados en más de 2.000 Euros, en otros países comunitarios. Sólo
el l0 % de estos consumidores se muestran insatisfechos, y dos tercios
dicen no poder o no querer reclamar.
b) Las organizaciones de consumidores no están prepa radas para ayudar en
supuestos de litigios transfronterizos.
7 COM (93) t76 final, de 16 de noviembre de 1993.
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Los Estados miembros ofrecen abogados, órganos jurisdiccionales y au-
toridades administrativas, para la asistencia legal, que puede o no ser
accesible y de ayuda para los consumidores en los problemas
transfronterizos.
La mayoría de abogados rechazan aceptar casos de reclamaciones
transfronterizas.
El informe Cardiff de la Comisión sobre el funcionamiento del mercado
interiors rcfleja que en el mercado interior existen importantes diferen-
cias de precios, que motiva que los precios de algunos productos puedan
tener diferencias de hasta el 40 por cienro, de un Estado miembro a
otro.
La Encuesta Eurobarómetro llevada a cabo por la Comisión, y hecha
pública en enero de 2002e ve¡ia a demostrar que a los consumidores de
la Unión Europea les inspiran mucha más confianza las compras nacio-
nales que las compras transfronterizas. En dicho informe se indica que
sólo el 32 pot ciento de los consumidores europeos se siente bien prote-
gido cudnto tiene un litigio con una empresa de otro Estado miembro,
frente al )6 por ciento cuando el problema se plantea con una empresa
nacional.
En el informe rcalizado sobre la evaluación comparativa de eEurope,
revela, en el ámbito del comercio electrónico, una gran desconfianza por
parte del consumidor, puesto que ha habido un crecimiento muy infe-
rior al previsto, ya que sólo el 4 por ciento de los usuarios europeos se
considera a sí mismo como "comprador frecuente" por este sistema.
La Guia del Consumidor Europeo en el Mercado Único se refiere a estos problemas
que plantean las compras transfrontetizas, que se centran en los siguientes pun-
tos:
o la baruera lingüística
o la faha de información
o las normas
. el pagl de las compras en el extranjero
o la garantía y el seruicio
COM 2001 1736) de 7 de diciembre de 2001.








Tál y como se pone de manifiesto en la Comunicación de la Comisión al
Consejo y alParlamento Europeo sobre Derecho Contractual Europeol0 , para
Ios consumidores y, en particular, las PYMES, el desconocimiento de otros siste-
mas de Derecho contractual puede desincentiva r la realizactón de transacciones
rransfronterizas. Los proveedores de bienes y servicios pueden incluso no ofrecer
sus bienes y servicios a consumidores de otros países al considerarlo económica-
mente inviable. Por ejemplo, las disposiciones relativas a los contratos de
subcontratación o prestación de servicios difieren considerablemente entre los
Estados miembros, y estas diferencias pueden dificultar que los subcontratistas
-principalmente PYMES- celebren actos de consumo transfronterizos.
Potenciar el carácter transfronterizo del mercado de los consumidores exigi-
rála aplicación del principio de asisterucia mutua en el sentido de que los organis-
mos nacionales actuarán en sus jurisdicciones respectivas, como si fueran res-
ponsables de todos los ciudadanos de la Unión Europea y llevarían a cabo tareas
en nombre de otros Estados miembros.
En la Resolaciín (891C 294101) del Consejo, de 9 de noviembre de 1989,
sobre futuras prioridades para el relanzamiento de la política de protección del
consumidor (DO C 294 de 22 de noviembre de 1989, páginas 1, a i), ya se
señalaba como una de las prioridades paru el relanzamiento de la política de
protección y fomento de los intereses de los consumidores "estudiar, en colabora-
cióru con los Estados rniernbros, la aiabilidad de un sistema de intercatnbio cle infonnación
que facilite el acceso a la justicia de otro Estado rniernbro en los casos de litigios
transfronterizos de menor import ancia".
En la Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo de
288 de agosto de 2002, relativa a1. Balance del seguimiento de la esnategia pllítica
aruual para 200311 , dtctada como resultado del diálogo interinstitucional poste-
rior ala adopción de la estrategia política antalpara el año 2003, se señala,
como ufla de las iniciativas clave para conseguir urra economía sostenible e
integradora, "citnenlar la confianza de los consumidores en las Íransacciones
transfronterizas y proseguir la continua expansión. de las reclu transeurlpeas y de energía",
COM (2001) 398 fir.¿,l, de 11 de julio de 2001
COM (2002) 427 final.
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Se pone así de manifiesto el constante y creciente interés de la Comisión en
hacer lo necesario para conseguir incrementat la confta¡za de los consumidores
en las operaciones transfronterizas de consumo.12
3. MEDIOS DE PROTECCIÓN DEL CONSUMIDOR
TRANSFRONTERIZO
3, I. EL LITIGANTE TRANSFRONTERIZO
El incremento de las relaciones de consumo entre proveedores y consumido-
res de diferentes Estados miembros es una de las consecuencias inmediatas del
Mercado Interior, y de las libertades de circulación de personas, bienes y servi-
cios, que se han desarrollado aún más a raiz de la introducción del euro, como
moneda inica, y de los avances en la sociedad de la información y en el comercio
electrónico.
Por ello, la Comisión ha adoptado el Libro Verde sobre "Asistencia jurídica en
litigios ciuiles: problemas para el litigante transfronterizo"lr, donde se plantean los
flumerosos problemas existentes en cuanto al acceso a la asistencia jurídica de
las personas involucradas en conflictos y litigios en un Estado miembro distinto
del suyo, y se sugieren ciertas reformas.
Para solucionar los problemas con los que se encuentra el litigante
transfronterizo,la Comisión propone una serie de medidas, encaminadas a su-
primir cualquier tipo de discriminación contra los ciudadanos comunitarios por
motivos de residencia o de nacionalidad y también a eliminar o reducir al míni-
mo los inconvenientes que suponen los costes adicionales del pleito transfronterizo
y las diferencias entre los sistemas nacionales por lo que se refiere a ingresos
mínimos y al examen de la fundamentación de la solicitud.
Veamos estas medidas:
12 El Comisario Europeo de Mercado Interior, Frits Bolkestein, con ocasión de la presentación
de la Red FIN-NET, ha dicho al respecto: "Los mercados ¡e de¡arrollan con la confianza. Los consumi-
dores clemandan la seguridad de que las compras transfronterizas no les crearán problemas adicionales. Es
necesario establecer método¡ cle ruolución de dispilÍar transfrlnterizas que sean rápidas, eficientes y econónti-
ca¡",
13 COM (93) t76 final, de 16 de noviembrc de 1993.
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lo) Derecbo a la asistencia jurídica.-
Se plantea la necesidad de superar eI carácter territorial de los sistemas de
justicia gratuita de los distintos Estados miembros, así como las divergencias
entre ellos.
En el Libro Verde se señala la existencia de abundante jurisprudencia sobre
problemas análogos, de la que se puede inferir que cualquier beneficiario de un
derecho conferido por el Derecho comunitario (incluidos los consumidores de
bienes o servicios transfronterizos) tiene derecho alaig:ualdad de trato con los
ciudadanos del país de acogida.
Aparte del Derecho comunitario existen otras normas internacionales que
también apuestan por la asistencia jvídicaantidiscriminatoria; así, por ejemplo
el Convenio II de La Haya, de marzo de 1954, relativo al procedimiento civil, y
ratificado por la mayor parte de los países comunitarios, exige a los Estados
contratantes que apliquen a los ciudadanos de otros Estados contratantes el
mismo trato que a sus nacionales; en el Convenio XXIX deLaHaya, de 25 de
octubre de 1980, tendente afacihtar el acceso internacional a la justiciala exige
a los Estados contratantes que traten los ciudadanos y a las personas residentes
habitualmente en un Estado cofltratante, como si fueran sus propios ciudada-
nos y/o residentes.
20.- Requisitos sustantiuos: económicos ! sostenibilidad de la pretensitín,-
Para el supuesto que se reconociese el derecho a la asistencia 1wídicagratuita
surge entonces la necesidad de examinar las circunstancias de índole económica
y de sostenibilidad de Ia pretensión.
Por lo que respecta al primero de los aspecros, Ia mayoúa de los Estados
miembros exigen al solicitante que no supere un determinado nivel de vida; sin
embargo, es palmario que el nivel de vidavaríaen los Estados miembros, por lo
que podría darse la circunstancia de que un consumidor que cumpliera los re-
quisitos para acceder a este beneficio en su propio país, y éste tuviera un alto
nivel de vida, no tuviera reconocido ese beneficio en otro Estado miembro con
un nivel de vida general más bajo. Paru evitar ésto la Comisión propone aplicar
los criterios del país de acogida, pero introduciendo un "factor de corrección"
que tuviera en cuenta las diferencias entre el coste de la vida en los dos países
implicados.
1a Ratificado por Francia, Finlandia, Holanda, Bélgica,España y Suecia.
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En cuanto al segundo de los aspectos, el examen previo de la viabilidad de la
reclamación es bastante subjetivols, y se emplean fórmulas heterogéneas en los
distintos Estados miembros, por lo que sería necesario fijar unos criterios míni-
mos objetivos que deberían ser respetados.
3o. Costes adicionales.-
La necesidad de litigar en un país distinto del propio plantea al consumidor
la necesidad de atender costes adicionales que no tendrían que ser soportados si
el pleito se siguiese en su propio país, como son la posible contratación de dos
abogados (uno en el Estado donde reside el consumidor, y otro donde deba
plantear la reclamación), gastos de traducción e interpretación, viajes, etc..
40. Acceso a abogados debidamente cualirtcados,-
Existen pocos abogados con experiencia en litigios internacionales, y mucho
menos con experiencia en reclamaciones de consumo transfronterizas, puesto
que, la mayor parte de los problemas que puedan surgir por el consumo
transfronterizo, suelen ser de una a)afitiaescasa, que hace que sea antieconómico
acudir a un abogado, y costear elevadas minutas.
La Comisión propone la creación de bases de datos nacionales y comunitarias
de abogados, así como la creación de una red europea de abogados, donde los
abogados de un país fuesen corresponsales en uno o varios Estados miembros al
suyo, y que deberían ser abogados dispuestos a llevar asunros de carácter
transfronterizo con catgo a los servicios de asistencia )uídica gratuita o, en caso
de necesidad, de forma gratuita.
50 . Procediraientos técnicos.-
El Acuerdo de Estrasburgo, de 1977 (Acuerdo d.el Consejo de Europa sobre la
transmisión de solicitades de asistencia jurídica), que ha sido ratificado por todos los
Estados miembros de la Unión Europea a excepción de Alemania, establece un
sistema por el que las solicitudes pueden realizarse en un país y enviarse, me-
diante un sistema de transmisión y recepción central por las autoridades desig-
nadas a este fin por los Estados contratantes, al Estado contratante en donde se
solicita la asistencia jvídica. No obstante ,Ia práctica demuestra que éste es un
instrumento muy poco utilizado.
15 En algonos Estados miembros se examina la acción con fórmulas como las siguientes: "si tiene
una posibilidad razonable de éxito" , "probabilidadu ¡erias de que el solicitante gane", "si el litigante que
no tuaiera a¡i¡tencia grataita awiesgaría su propio d.inero", etc.
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La Comisión recomienda que se haga mayor uso de este instrumento y, por
supuesto, que sea fitmado por Alemania, o bien que se cree un instrumento en
el ámbito comunitario, perfeccionando el ya existente.
3.2. EL ACCESO DEL CONSUMTDOR TRANSFRONTERTZO A rA JUSTTCTA
Una política adecuada de protección de los consumidores, debe velar por el
respeto a los derechos e intereses de los consumidores y usuarios, en todas las
fases del acto del coflsumo, desde la información que recibe previa al contrato,
hasta las posteriores vías de solución de conflictos de intereses, por los proble-
mas que pudieran derivarse del acto de consumo.
El derecho al acceso a la justicia deviene así un derecho esencial, sin el cual
los demás derechos carecen de sentido, puesto que si falla el primero, no existi-
ría un mecanismo eficaz para reivindicar el respeto de los demás derechos.
El derecho al acceso a la justicia para todos es un derecho fundamental con-
sagrado por el artículo 6 del Convenio Europeo de protección de los derechos
humanos y de las libertades fundamentales. El derecho de recurso efectivo ha
sido elevado por el Tlibunal de Justicia de las Comunidades Europeas al rungo
de principio general de Derecho Comunitariol6, proclamado además por el ar-
tículo 47 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea. El
derecho a la justicia es una exigencia a la que los Estados miembros deben
respondeq en particular, mediante la puesta a disposición del consumidor de
procedimientos judiciales rápidos y poco costosos.
Por su parte, la Unión Europea procura {acilitar el acceso a la justicia me-
diante una serie de medidas como la creación de un sistema de información
sobre una justicia de fácll acceso, cuyo desarrollo y actualización correrr a catgo
de una red de autoridades nacionales competentes.lT
Por ello, la política de protección a los consumidores, debe integrar los si-
guientes purltos:
a) una política de prevención, por la que se consiga concienciar a los consu-
midores 
-efl su carácter individual y colectivo- de su posición en el mer-
cado, de sus derechos y modo de ejercerlos
16 Sentencia de 1 I de mayo de 1986, asunto 222184, Joh¡ston, Recopilac ifu, pág. 161I.
17 Decisión del Consejo 2OOll4TOlCE de 28 de mayo de 2001, por la que se crea una Red









COM (98) 198 final, de 30 de marzo de 1998.
DO L 109 de 19 de abril de 2001, p. 16.
DO C 1r5 de 6 de junio de 2000, p. 1.
COM (2002) 208 final.
b) procedimientos judiciales adecuados, y con las garuntias suficientes para
permitir ganaÍrtizar el libre acceso de los consumidores a ellos, para la
solución de sus litigios, tanto en el ámbito individual, en las pretensio-
nes económicas "menores", como en el ámbito colectivo.
No obstante, a pesar de los grandes avances en esta materia, los problemas
con los que se encuentran los consumidores a la hora de reclamar siguen siendo
de gran importancia, y por ello en la Coruunicación de la Comisión sobre la solución
extrajuclicial de conflictos en rtateria de consumols se plantean las siguientes medi-
das:
o la simplificación y mejora de los procesos de solución de litigios de con-
sumo
la estimulación desacuerdos entre consumidores y profesionales
la elaboración dei "formulario europeo de reclamación"
la creación de procedimientos extrajudiciales, como la mediación, la con-
ciliación o el arbitraje.
En aras a asegurar la eficacia y la transparencia de los procedimientos judi-
ciales, se adoptan dos Recomendaciones: la Recomendación 981257lCE de la
Comisión, relatiaa a los principios aplicabla a los órganos raponsables d¿ la solución
extrajudicial de los litigios en rnateria de consumo y la Recomendación 200ll3l0l
CE, de 4 de abrille , donde se contienen los principios que deberán aplicarse a los
órganos extrajudiciales de raolucióru consensual de litigios en ntateria de consurtto.
El Consejo, mediante la Resolució n de 25 de mayo de 200020 relativa a una
red cornunitaria de órganos nacionales responsables d¿ la solución exnajudicial de ks
litigios en materia de consumo, instó a la Comisión para que junto con los Estados
Miembros desarrollasen unos criterios comunes paralavalotación de estos siste-
mas, y en la Comunicación de la Comisión alPailamento Europeo, al Consejo,
al Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones, bajo el título "Estra-
tegia en materia de política de los consamidores 2002-2006", de 7 de mayo de 200221 
,
la Comisión manifiesta su intención de desarrollar la Red EJE en colaboración
con los Estados Miembros, y la Red FIN-NET, así como su intención de promo-
ver una serie de gararrtías mínimas sobre las resoluciones alternativas de litigios
R \L) fomentando el desarrollo de sistemas de RAL y \a aplicación de los prin-
:rpios enunciados en las Recomendaciones de la Comisión981251lCE y 20011
.- 
1O/cE.
La Comisión ha adoptado una propuesta de Directiva, presentada el 18 de
-nero de 200222, relativa a la aproximación de determinadas disposiciones lega-
-es, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros con respecto a la
usticia gratuita y otros aspectos financieros vinculados a los procedimientos
:lvi1es.
Otro de los esfuerzos de la Unión Europea se centra en la instauración de un
EspacioJudicial Europeo basado en el principio del reconocimiento mutuo, como
en el caso de las medidas relativas a la reducción de los procedimientos de exe-
quátur, las iniciativas destinadas a suprimir el exequátur para los créditos no
rmpugnados y a simplificar y acelera la solución de los litigios transfronterizos
de escasa ctJantía.
T.3.JURISDICCIÓN Y DERECHO APLICABLE EN LOS LITIGIOS
TRANSFRONTERIZOS DE COI{SUMO
El Convenio de Roma de 1980, establece algunas reglas básicas que comien-
zan por el principio de libertad de elección (artículo 3), establecen también la
normativa aplicable en caso de que no se haya pactado al respecto (artículo 4),
y garantiza al consumidor, bajo ciertas circunstancias, Ia protección de las reglas
imperativas del país donde resida habitualmente (artículo 5).
El Convenio de Bruselas de 1968 (sustituido recientemente por el Regla-
mento "Bruselas I", para todos los Estados miembros, excepto Dinamarca), re-
gúalajurisdicción y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y
mercantil. Támbién contiene reglas de protección de los consumidores en sus
artículos 13,14 y 15. Los Protocolos que acompairan al Convenio de Bruselas
otorgan la posibilidad a los tribunales nacionales de apelación, la posibilidad de
elevar cuestiones prejudiciales al Tribunal de Justicia de las Comunidades Euro-
peas, cuando exista alguna duda interpretativa2s. Y en esta función
interpretativa, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas ha sentado
22 coM (2002) 13 {rnal.
'l Véur. la Sentencia del tibunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 17 de marzo de
1998, dictada en el asunto C-41.
Á,
una iurisprudencia sobre la interpretación de los conceptos legales del Convenio
de Bruselas, incluido el concepto de "consumidor".
3.4.MEDIOS DE RECLAMACIÓN DEL CONSUMIDOR
TRANSFRONTERIZO
El consumidor, ante cualquier violación de sus derechos e intefeses, puede
plantear una serie de reclamaciones por diferentes vías: la via judicial ordinaria,
la via arbiual y las modalidades alternativas de solución de conflictos.
3.4.1. Las acciones de cesación
En la DirectivagSl2T lcE del Parlamento Europeo y del conseio, de 19 de
mayo de 1998, relativa a las acciones de cesación en materia de protución de los intere-
ses de los consumidores24, se contempla, por primera vez,la posibilidad de que las
organizaciones de consumidores y/o organismos públicos puedan eiercitat ac'
ciones encaminadas a conseguir la protección de los derechos de los consumido-
res que se estimen vulnerados por infringir las normas de Derecho comunitario'
El buen funcionamiento del mercado interior pudiera verse perjudicado si no
existe un instrumento efectivo paruhacet cesar las prácticas que sean ilícitas con
arreglo a la legislación nacional aplicable, incluidas aquellas medidas de protec-
ción que yayan más allá del nivel exigido por las Directivas comunitarias, Pues-
to que para burlar su finalidad bastaria cor, tra;ladar el punto de partida de ana
práaica ilícita a otro país para sr¿straerse a cualquier tipT de aplicación.
Por todo ello, se ctea este instrumento, con la finalidad de proteger la con-
fianza de los consumidores en el mercado interior y que no quede limitado el
margen de acción de las organizaciones de representación de los intereses colec-
tivos de los consumidores o de organismos públicos independientes encargados
de la protección de los intereses colectivos de los consumidores, perjudicados
por prácticas que vulneren el Derecho comunitario.
2a Do L 166 de 11 de junio de
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1998, páginas ) 1 y siguientes.
3.4.2. Modalidades de soluciín extra.judicial de los conflictos de consurno
transfronterizos
Los conflictos que puedan surgir entre los consumidores o usuarios y los
productores o distribuidores, son peculiares y se caracrerizan, en su mayor par-
te, por su escasa ctantía económica. Estas peculiaridades exigen que se arbitren
fórmulas adecuadas de resolución extrajudicial de los conflictos de consumo,
que posibiliten al consumidor hacer valer sus derechos, y que ello no le resulte
gravoso.
El Consejo de Ministros instó a los Gobiernos de los países miembros, a
través de la Recomendación R (86) 12, a que tomasen las medidas necesarias
para potenciar el arbitraje como alternativa accesible y eficaz ala acciónjudicial.
En el Plan de Acción sobre el acceso de los consumidores a la justicia y la
solución de litigios en materia de consumo en el Mercado Interioy'r se exami-
nan los procedimientos extrajudiciales en los Estados miembros, y, entre las
iniciativas propuestas, se contempla la promoción selectiva de este tipo de pro-
cedimientos extrajudiciales, respetando algunos criterios esenciales que garan-
ticen la transparenciay la independencia del órgano encargado de resolver el
litigio.
El Consejo, mediante la Resolución de 25 de mayo de 200026 relativa a una
red cornunitaria de órganos nacionales responsables de la solución extrajudicial de los
litigios en rrtateria de consumo, instó a la Comisión para que junto con los Estados
Miembros desarrollasen unos criterios comunes paralavaloración de los órga-
nos y procedimientos extrajudiciales, que han de garaltizar Ia calidad, equidad
y eficacia de los mismos, con el fin de incluir finalmente dichos órganos en la
RED EJE a la que se hacía referencia en el documento de trabajo de la Comi-
sión.
El Consejo, consciente del vertiginoso desarrollo de las nuevas formas de
comercialización de bienes y servicios, sobre todo a través del comercio electró-
nico, y del incremento de las transacciones transfronterizas de consumo adopta
la Resolución1876100, donde expresa la necesidad de desarrollar procedimien-
tos extrajudiciales, prácticos, eficientes y económicos, para la resolución de con-
flictos en materia de consumo. Las medidas que se pretende conseguir, por
25 cOM (96) 13 final, de 14 de febrero de 1996.
26 DO C 15) de 6 de junio de 2000, p. 1.
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parte de los Estados miembros, y alas que se refiere la Resolución del Consejo
son:
1o) Fomentar el desarrollo de estos órganos extrajudiciales de solución de
litigios, especialmente en lo relativo a transacciones transfronterizas.
2o) La creación en cada Estado miembro de un pxffttl central de infonnación
(Clearirug Houses), que proporcionará apoyo y asistencia a los consumidores, para
facilitarles el acceso a estos organismos.
3o) Fomentar la cooperación entre las organizaciones de consumidores y las
o r ganizaciones de profesionales y empres arios
En este contexto la Comisión dicta la Recomendación200Il3l0lCE, de 4 de
abrul21 , donde se contienen los principios que deberán aplicarse a los órganos
extrajudiciales de resolución consensual de litigios en materia de consumo.
3.4.3.l^a Red Extrajudicial Europea. (Red EJE)
El 16 de octubre de 2001 se puso en marcha la fase experimental de la Red
Extrajudicial Europea (Red EJE), que comenzó a funcionar de manera perma-
nente en el mes de enero de 2002.
Los problemas que pueden surgir en cualquier relación de consumo se mul-
tiplican en las relaciones de consumo transfronterizo, puesto que a las dificulta-
des iniciales se añaden el hecho de la distanciafísica entre consumidor y provee-
dor, la diferencia de lenguas, de culturas, el desconocimiento de la normativa
del otro Estado miembro, etc.
Todos estos problemas disuaden a los consumidores de acudir a los Thibuna-
les, por 1o que se hacía necesario crear un sistema alternativo de resolución de
conflictos transfronterizos, diferente de la convencional vía judicial. Para ello,
precisamente, ha sido concebida Ia Red EJE.
La finalidad de la Red EJE es facilitar a los consumidores el acceso atnavía
de solución en caso de conflicto con proveedores o empresarios establecidos en
otros países Miembros de la Unión Europea, diferentes al suyo propio. Támbién
se incluyen en el ámbito de la Red EJE, además de los quince Estados Miem-
bros, Islandia y Noruega. De esta forma, el consumidor, tiene a su disposición
un sistema flexible, simple, efrcaz y económico, para resolver los conflictos deri-
vados de una relación transfronteriza de consumo, sin tener que acudir alavía






judicial, cuyos procedimientos, de ordinario, serán mucho más costosos y dila-
tados en el tiempo.
Cada uno de los diecisiete países participantes ha establecido un punto de
contacto central o "centrl de intercarnbio de inforrnacióru" o "cárnara de cornperusación"
en el cual los consumidores pueden obtener información y asesoramiento para
acceder a los sistemas de resolución alternativa de litigios (sistemas Ml). Estos
"sisternas abernatiaos" podrán ser diferentes en cada uno de los Estados Miem-
bros, pero todos ellos deben ofrecer a los consumidores y empresarios la oportu-
nidad de solucionar sus conflictos por ufla víaexuajudicial, mucho más úpiday
económica (si no gratuita) que Ia vía judicial.
3.4.4.1^d Red FIN-NET
En el ámbito financiero sehtcía necesaria la creación de un sistema especial
de protección, debido a la complejidad que supone esta materia para los consu-
midores, en general, y especialmente si existe un componente transfronterizo
en el acto de consumo2S.
Por ello, la Red EJE se complementa con la Red FIN-NET, de solución
extrajudicial de litigios en el sector de los servicios financieros, que ya es operativa
en todo el territorio de la Unión Europea. Esta Red se creó para solucionar de
forma extrajudicial los conflictos tránsfronterizos en materia de servicios finan-
cieros al por menor, y fue inaugurada en el mes de febrero de 2001. La Red está
plenamente operativa, y en el período comprendido entre febrero de 2001 y
diciembre de 2001, gestionó más de cuatrocientas denuncias.
En la Comunicación de la Comisiín alParlamento Europeo, al Consejo, al
Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones, bajo el título "Estrate-
gia en rnateria de política de los consurnidores 2002-2006", de 7 de mayo de 2002,1a
Comisión manifiesta su intención de desarrollar la Red EJE en colaboración con
los Estados Miembros, y la Red FIN-NET, así como su intención de promover
el desarrollo de sistemas de RAL.
28 El Comisario de Mercado Interior Frits Bolkestein, se ha pronunciado al respecto diciendo "¡l
querentlr un ntercado interior auténtico en el ¡ector de lot seruicios financierot al por rnenor, necesitamos que
el consunidor adquiera confianza, de modo que los ciudadanos ¡e sientan confortables contprando ¡eruicio¡
financierot en 0tr0 Ertadl ntiernbro en lo¡ caso¡ en lot que let ofrezcan ntalzr$ aentajas. Debemos, por lo
Íanll, avgurar que los conrumidores re/an que pueden renlaer extrajudicialnente lot problemas que puedan
surgir FIN-NET hace que sea ruucl¡o mh fácil pruenlar denuncia¡ tranfrznterizar. Ayudará a las
enpresat y los consumidores a re¡oluer los litigios con rapidez I eficacia sin acciones legales largas y cortosas."
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3.4.5. Modalidades Alternatiaas de Soluciín de Conflictos (ADR)
Las medidas alternativas de solución de conflictos, denominadas ADR
(Alternative Dispute Resolution), representan un cauce alternativo para la reso-
lución de los problemas del orden civil y mercantil, incluidos los derivados de
las relaciones de consumo, y diferente de las vías judicial y arbitral.
Las ADR constituyen una de las prioridades políticas para las instituciones
comunitarias, ya que representan un cauce rápido, flexible y económico de ac-
ceso de los ciudadanos, en general, y los consumidores, en particulal a la justi-
cia, y así se ha puesto de manifiesto en el Consejo Europeo de Viena de diciem-
bre de 1998, y en el Consejo Europeo de Tempere de octubre de 1999'e. En la
cumbre europea de Lisboa de marzo de 2000, el Consejo Europeo invitó a la
Comisión y al Consejo a "reflexionar sobre los medios de proruouer la confianza de los
consumidores en el cornercio electrónico, en particular, mediante naeuls sistemas de resolu-
ción de liligios"; este objetivo se confirmó en el Consejo Europeo de Santa Maúa
da Feira de junio de 2000, con motivo de la aprobación del "Plan de acción
eEurope 2002".
En la Comunicación de 7 de mayo de 2002, de la Comisión, se subraya la
necesidad de promocionar la resolución de litigios en línea (RLL), en el contexto
de la sociedad global de la información, especialmente en el ámbito de los con-
flictos
3.4.6. El formulario europeo de reclamación del consumidor
Este formulario tiene por objeto mejorar el diálogo entre los consumidores y
los profesionales y ayudades a resolver, de forma amistosa los problemas que
puedan surgir en el marco de sus transacciones.
EI formulario está disponible en las once lenguas oficiales de la Unión Euro-
pea, y puede obtenerse en las oficinas de las asociaciones de consumidores, o
cualquier otro centro de ayuda e información a los consumidores. La Comisión,
en su página web, también permite al consumidor obtener el formulario, así
como uria g:uía paru ayudar a las personas que deseen utllizar el formulario a
cumplimentarlo.
29 En el apartado 30 de las conclusiones de la Presidencia se indica que: "Lor E¡tado¡ miembro¡
deberían instaurar también procedintientos judicialu su¡titutorio¡".
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Este formulario puede ser utilizado tanto en litigios de consumo de ámbito
nacional, como en litigios transfronterizos, dentro del ámbito comunitario.
Una vez que obra en poder del profesional el formulario presentado por el
consumidor, se abre unavíade diálogo entre ambas partes, que puede terminar
con una solución amistosa, de mutuo acuerdo, o sin solución. En este último
supuesto, el consumidor puede utilizar las demás vías de solución de los conflic-
tos en materia de consumo,y así, podrá acudir alarbitraje, alavíajudicial, o a
los demás sistemas alternativos de resolución de litigios, en su caso.
4. CONCLUSIÓN
Mucho camino se ha recorrido desde el Thatado de Roma, donde la protec-
ción del consumidor no se contemplaba como tal, sino tan sólo de forma colate-
ral, a través de las normas antitrust. El desarrollo de la normativa comunitaria
sobre protección de los consumidores se ha producido conforme al dictado de
los consecutivos programas especiales de protección del consumidor, que co-
menzaron con el prcgrama preliminar de 1975, y se han ido siguiendo, ayan-
zando cada vez más en la efectiva protección de los intereses del consumidor,
hasta el Plan vigente en la actualidad, el Plan de protección de los consumidores
2002-2006 "Estrategia en rnateria de política de consutnidores", adoptado el 7 de
mayo de 2002.
El nuevo Plan promete nuevos ayances) y son numerosas las iniciativas que
se han adoptado y que se prevé adoptar en este período de tiempo, que auguran
un panorama más favorable para la protección de los derechos de los consumi-
dores y usuarios, tanto en la fase preventiva, como en la fase rcparadota.
Sin embargo, en el momefrto actual, se plantean varios interrogantes, sobre
todo en cuanto a los actos de consumo de catácter transfronterizo
intracomunitario, relacionados principalmente, con la futura ampliación de la
Unión Europea, y el gran incremento de relaciones transfronterizas de consumo
a raíz de la implantación efectiva del Euro.
Estos dos factores, ineludiblemente, van a influir en las relaciones de consu-
mo transfrofitetizas, y motivarán un incremento de las mismas, lo que a su vez,
conllevará el surgimiento de muchos más problemas y reclamaciones de consu-
midores que tendrán carácter intracomunitario y transfronterizo.
Las iniciativas adoptadas y programas por la Unión Europea, sobre todo en
lo relativo ala adaptación al acervo legislativo comunitario por los países candi-
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datos, y el soporte financiero y logístico de las organizaciones de consumidores,
parecen medidas muy positivas, pero, lógicamente, deberemos esperar a que
pase el tiempo, para saber cómo se produce esta adaptación, y cómo se articulan
los medios para que el consumidor (tanto el de los países ya miembros, como el
de los países que lo serán), tenga un "alto nivel de protección", y no pierda ni un
ápice de sus derechos con la ampliación.
Por otro lado, la Red EJE comenzó a funcionar en octubre de 2001, poco
tiempo para que podamos evaluar su impacto y su eficiencia. Esta Red EJE,
junto con la Red FIN-NET, y las modalidades alternativas de resolución de
conflictos ADR, serán sin duda los protagonistas de¡las reclamaciones futuras
de los consumidores comunitarios, en Ia Europa ampliada que se avecina, ya
que representan métodos más rápidos, más flexibles y menos costosos que las
vías ordinarias jurisdiccionales. No obstante, consideramos que debe fomentarse
mucho máslautilizaciín de estos sistemas, y, sobre todo, fomentar la formación
del consumidor y su información, como requisito indispensable para conseguir
incrementar la conftanza del consumidor.
En un documento publicado el 11 de septiembre de 2002, donde se hacen
públicos los resultados de una encuesta rcalizadaentre coflsumidores de la Unión
Europea por el Grupo de Investigación de la Opinión Europea (EUROPEAN
OPINION RESEARCH GROUP 
-EORG) en relación con los servicios finan-
cieros, los datos no resultan muy esperanzadores, toda vez que demuestrunla
desconfianza que existe aún entre los consumidores, alahora de consumir de-
terminados productos y/o servicios en otros países distintos al suyo. Así, el 70
por ciento de los consumidores entrevistados consideraron que las normativas
nacionales estaban insuficientemente atmonizadas, y el 80 por ciento expresa-
ban su desconfianza sobre el sistema actual de protección, considerando que era
necesario coordinar las medidas políticas de protección nacionales con las co-
munitarias. En el informe también se pofre de manifiesto que los consumidores
se muestran reacios a explorar otros mercados debido alafaltade información,
a problemas de idiáma y a los riesgos previsibles. El 65 por ciento de los consu-
midores creen que nunca ganaúan un litigio conrra una compañía de seguros o
un banco; el 50 por ciento considera que es imposible comparar las distintas
ofertas de créditos hipotecarios, puesto que están convencidos que el consumi-
dor nunca llega a saber realmente el coste que le supondrá el crédito.
El Mercado Interior tiene dos componefltes principales: la competitividad de
las empresas, y la confianza de los consumidores; la confianza del consumidor es
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en elemento indispensable para el éxito del mercado interior; el consumidor
debe ser beneficiario de los beneficios inherentes al mercado único, y para ello
debe tener un claro y fácil acceso a la información, a la formación, y conocer
perfectamente sus derechos.
En la Unión Europea actwal, y la que se avecina, la célebre frase de Kennedy
"todos somos consumidores", podremos adaptada a nuestro entorno diciendo
"todos somos consumidores transfronterizos". Es palmario que en el actual con-
texto socioeconómico, los ciudadanos comunitarios cada vezvrajan más por el
resto de países europeos, y aumentan sus relaciones económicas y comerciales
con proveedores, distribuidores, clientes, etc., de otros países miembros. En este
nuevo contexto, las relaciones de consumo, seguro que seguirán causando pro-
blemas (y afortunadamente, muchas más satisfacciones), pero debe ser y es la-
bor prioritaria de las instituciones comunitarias y nacionales, primero, procurar
que los problemas potenciales de los consumidores sean los mínimos, y, segun-
do, propoicionar al consumidor los instrumenros necesarios paru resolver de
forma efrcaz, rápida y económica sus reclamaciones, sin que el hecho de que la
relación de consumo haya sido transfronteriza deba suponer al consumidor un
obstáculo insalvable para el éxito de su reclamación, ni tampoco una dificultad
o inconveniente de gran magnitud, que le reste interés a la rcclamación de su
pretensión.
Son muchos los interrogantes que nos plantea el desarrollo efectivo y prácti-
ca del PIan 2002-2006, así como el desarrollo de las Redes EJE y FIN-NEI y
los ADR, que esperamos, puedan ser objeto de estudio y análisis en un trabajo
posterior.
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